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Tutela 1ª instancia – Prisión domiciliaria - Niega
Radicación Nro. :
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FRANCY MILEIDIS TABORDA LÓPEZ
Accionado (s):

JUZGADO PRIMERO DE EPMS DE PEREIRA   
Magistrado Sustanciador: 
 MANUEL YARGAZARAY BANDERA
Temas:


PRISIÓN DOMICILIARIA / MADRE CABEZA DE HOGAR / EXTORSIÓN Y CONCIERTO PARA DELINQUIR / SUBSIDIARIEDAD / NIEGA - En el caso que ocupa la atención de la Sala, la señora FM no indica cuál de esas causales invoca, y aunque sería válido proceder a realizar el análisis del asunto para determinarlo de manera oficiosa partiendo de lo narrado en libelo petitorio, antes de realizar tal estudio es necesario mirar detenidamente si se cumplen las causales generales de procedencia de la acción tutela. 

(…)

Teniendo en cuenta lo dicho hasta el momento, esta Corporación debe decir que no procederá a realizar un estudio más profundo del presente asunto, toda vez que como viene de decirse, a todas luces es evidente que no se cumple con el requisito de subsidiariedad de la tutela, pues se evidencia que la accionante pretende usar la acción de tutela como una tercera instancia de las decisiones que ya fueron debatidas procesalmente, o que en esta instancia se usurpen las funciones que le fueron delegadas al Juez de Ejecución de Penas para analizar los requisitos objetivos y subjetivos para la concesión del beneficio al que se ha hecho referencia y entrar a tomar las decisiones del caso. 

En ese orden de ideas, no le es dable al Juez de tutela revivir a través de este mecanismo etapas procesales que ya fenecieron, y mucho menos conceder, de manera alternativa a las vías judiciales ordinarias, beneficios que no son de su competencia.  

Ahora, debe decirse que en el remoto de los casos en que se llegara a pensar que la presente solicitud de amparo resultara ser procedente por las situaciones fácticas especiales planteadas en ella, concretamente al haberse invocado los derechos fundamentales de unos menores de edad, debe decirse que tal premisa no sería por sí sola una razón suficiente para acceder a las pretensiones invocadas, al no advertirse la presencia de alguna vía de hecho que pudiera predicarse de las actuaciones desplegadas por los accionados, pues debe precisarse que ambos Despachos actuaron conforme a los parámetros legales aplicables al asunto en concreto, dado que como así lo afirmaron, para la concesión del subrogado solicitado por la accionante, existe una prohibición contemplada en el inciso 3º del artículo 1º de la ley 750 de 2002
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ASUNTO:
Procede la Colegiatura a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión a la acción de tutela instaurada por la señora FRANCY MILEIDIS TABORDA LÓPEZ, en contra del JUZGADO PRIMERO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA, por la presunta vulneración de su derecho fundamental a la dignidad humana. 
ANTECEDENTES:
Narró la accionante que fue condenada por parte del Juzgado Penal del Circuito Especializado de Manizales, al declarar su responsabilidad penal en la comisión de los delitos de extorsión y concierto para delinquir, motivo por el cual se encuentra recluida en el Establecimiento Penitenciario de la Badea, Dosquebradas.
Expuso que elevó ante el Despacho que vigila su pena una solicitud de prisión domiciliaria por ser madre cabeza de familia, pues tiene dos hijas menores de edad de quienes debe hacerse cargo, ya que ellos se encontraban viviendo con su progenitora, pero debido a su delicado estado de salud no pudo desempeñar más esa labor, por lo tanto, le entregó los niños a una prima hasta tanto se resolviera lo concerniente al subrogado reclamado.  
Sin embargo, el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad despachó favorablemente su petición, misma ante la cual interpuso el respectivo recurso de apelación, que al ser resuelto por el Juzgado fallador, se confirmó en su totalidad.  

Considera la libelista que sus derechos fundamentales han sido quebrantados con las decisiones de los juzgados accionados, así como los de sus hijas, dado que el lugar donde hoy en día se encuentran es transitorio y le han dicho que no las pueden seguir sosteniendo por más tiempo, por lo tanto, le parece injusto que por el hecho de no auscultar debidamente su situación familiar, se puedan ver comprometidos los derechos de las niñas.  
PRETENSIONES:

Teniendo en cuenta lo anterior, solicita la accionante que se tutelen sus derechos fundamentales, y en consecuencia, se le ordene al Despacho accionado que examine minuciosamente su situación, con el fin de establecer su situación real, para así tomar la decisión que corresponda.
TRÁMITE PROCESAL:
La presente acción de tutela se recibió en este Despacho el 4 de mayo del año que transcurre, fecha en la cual se avocó su conocimiento, y se ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos al Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción. Además, se vinculó de manera oficiosa al Juzgado Primero Penal del Circuito de esta ciudad, así como a quien funge como apoderado judicial de la señora Taborda López ante el Despacho accionado. 
Más adelante se vinculó al asunto al Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Manizales, Caldas. 
RESPUESTA DE LOS DESPACHOS ACCIONADOS:
Una vez surtida la notificación, el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, expresó que a ese Despacho, le correspondió por reparto vigilar la pena impuesta a la accionante.
Así mismo, expuso que mediante auto interlocutorio del 18 de febrero del presente año, resolvió negarle a la señora Francy Mileidis Taborda López el sustituto de la prisión domiciliaria como madre cabeza de familia, puesto que de acuerdo a la información con la que ese Juzgado cuenta, se concluyó que cuando ella quedó privada de su libertad, fue una prima suya quien asumió la protección del hogar, asumiendo el cuidado y protección de los hijos de la condenada, en compañía de los demás adultos que conforman el hogar, por lo que se puede afirmar que los niños no se encuentran desprotegidos ni abandonados. 
Además, resaltó que la solicitud de amparo constitucional no puede ser utilizada como una tercera instancia de asuntos que ya fueron definidos, ni mucho menos para dirimir controversias que tienen previstas otras alternativas en la vía ordinaria para su solución.   
El Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de esta ciudad aclaró que en esa sede judicial no se ha conocido ningún proceso en el cual haya sido parte la señora Francy Mileidis, pero informó que el Despacho que profirió la sentencia condenatoria en su contra fue el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Manizales, Caldas. 

Por otro lado, el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Manizales, expuso que allí se conoció el proceso penal en contra de la libelista, por los delitos de concierto para delinquir agravado, con fines de extorsión, en concurso con extorsión agravada y enriquecimiento ilícito. Resultando condenada mediante sentencia del 29 de agosto de 2017, con ocasión de un preacuerdo suscrito con la Fiscalía. 

En lo concerniente al caso concreto, indicó que esa Judicatura, después de analizar en segunda instancia el estudio socio-familiar de la actora, pudo concluir que sus hijos tienen garantizados sus derechos fundamentales, y aunque presentan algunas limitaciones de tipo económico, gozan de un adecuado entorno familiar que procura su desarrollo integral y garantiza la satisfacción de todas sus necesidades básicas, no sólo en lo económico, sino también en lo emocional. Por dichas razones, la decisión revisada en esa instancia, por medio de la cual se le había negado a la señora Taborda López la prisión domiciliaria, fue confirmada en su totalidad. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

2. Problema Jurídico: 

Le corresponde a esta Corporación establecer si por parte de alguno de los Despachos vinculados al presente asunto, se han vulnerado las prerrogativas constitucionales de la señora Francy Mileidis Taborda López, al no concederle la sustitución de la ejecución de la pena intramural por la prisión domiciliaria.
3. Solución: 

El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, específico y directo, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación.

Es pertinente recordar, como lo consigna la línea jurisprudencial, que la acción constitucional objeto de estudio tiene un propósito claro, definido, estricto y específico, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
.

“La acción de tutela ha sido concebida únicamente para dar solución eficiente a situaciones de hecho creadas por actos u omisiones que implican la trasgresión o la amenaza de un derecho fundamental, respecto de las cuales el sistema jurídico no tiene previsto otro mecanismo susceptible de ser invocado ante los jueces a objeto de lograr la protección del derecho; es decir, tiene cabida dentro del ordenamiento constitucional para dar respuesta eficiente y oportuna a circunstancias en que, por carencia de previsiones normativas específicas, el afectado queda sujeto, de no ser por la tutela, a una clara indefensión frente a los actos u omisiones de quien lesiona su derecho fundamental. De allí que, como lo señala el artículo 86 de la Constitución, tal acción no sea procedente cuando exista un medio judicial apto para la defensa del derecho transgredido o amenazado, a menos que se la utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.” 

“Así entonces, la tutela no es un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto. Tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es la de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas la plena protección de sus derechos esenciales”
.

“Es criterio reiterado de esta Corporación, que en materia de amparo judicial de los derechos fundamentales, la acción de tutela es el último mecanismo judicial para la defensa de esos derechos, al que puede acudir el afectado por su violación o amenaza sólo después de ejercer infructuosamente todos los medios de defensa judicial ordinarios, o ante la inexistencia de los mismos”
.
La protección constitucional consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces, la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce. 

Del caso concreto. 

Con el presente asunto, procura la accionante que se conceda a través de este mecanismo judicial especial el sustituto de la prisión domiciliaria como madre cabeza de familia, toda vez que dicha solicitud fue negada por los Despachos que aquí señala como accionados.   
Como quiera entonces que lo pretendido por la actora es atacar una decisión judicial, debe señalarse que para esos fines la jurisprudencia constitucional ha establecido una serie de requisitos de procedibilidad especiales, sin los cuales la tutela contra laudo judicial deviene en improcedente:

“(…) todo pronunciamiento de fondo por parte del juez de tutela respecto de la eventual afectación de los derechos fundamentales con ocasión de la actividad jurisdiccional (afectación de derechos fundamentales por providencias judiciales) es constitucionalmente admisible, solamente, cuando el juez haya determinado de manera previa la configuración de una de las causales de procedibilidad; es decir, una vez haya constatado la existencia de alguno de los seis eventos suficientemente reconocidos por la jurisprudencia: (i) defecto sustantivo, orgánico o procedimental; (ii) defecto fáctico; (iii) error inducido; (iv) decisión sin motivación, (v) desconocimiento del precedente y (vi) violación directa de la Constitución.” 

 

Con todo, y aun cuando la acción de tutela puede servir como mecanismo judicial excepcional para enderezar las actuaciones judiciales equivocadas, es necesario que las causales específicas de procedibilidad que se hubieren alegado en cada caso, se aprecien de manera que permita que la presunta juridicidad del pronunciamiento judicial objeto de cuestionamiento, sea fácilmente desvirtuable. Así, puede concluirse que no toda irregularidad procesal o diferencia interpretativa configura una vía de hecho.”
 

Así mismo, esa Alta Corporación ha definido
 dichos defectos así: 

1. Defecto orgánico, que tiene lugar cuando el funcionario judicial que emite la decisión carece, de manera absoluta, de competencia para ello.

2. Defecto procedimental absoluto, que tiene lugar cuando el Juez actuó al margen del procedimiento establecido.

3. Defecto material o sustantivo, que se origina cuando las decisiones son proferidas con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, o que presentan una evidente contradicción entre los fundamentos y la decisión.

4. Defecto fáctico por no haberse decretado, practicado o valorado pruebas debidamente solicitadas o recaudadas en el curso del proceso, o por haberse valorado pruebas nulas o vulneradoras de derechos fundamentales. 

5. Error inducido, que se presenta cuando la autoridad judicial ha sido engañada por parte de terceros y ese engaño lo llevó a tomar una decisión que afecta derechos fundamentales.

6. Decisión sin motivación, que tiene lugar cuando el funcionario judicial no da cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de su decisión, pues es en dicha motivación en donde reposa la legitimidad de sus providencias.

7. Desconocimiento del precedente, que se origina cuando el juez ordinario, por ejemplo, desconoce o limita el alcance dado por esta Corte a un derecho fundamental, apartándose del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado, también cuando se aparta del precedente sentado por los órganos de cierre de su respectiva jurisdicción o de su propio precedente.

8. Violación directa de la Constitución, tiene lugar, entre otros eventos, cuando, amparada en la discrecionalidad interpretativa, la decisión judicial se desborda en perjuicio de los derechos fundamentales de los asociados amparados por la Carta Política.

Por lo tanto, se hace necesario que quien pretenda atacar una decisión judicial vía tutela describa claramente los hechos que generaron la presunta violación de sus derechos fundamentales, tratando en la medida de lo posible, de identificar cuál de los defectos o causales especiales es la que configura la presunta vía de hecho. 

En el caso que ocupa la atención de la Sala, la señora Francy Mileidis no indica cuál de esas causales invoca, y aunque sería válido proceder a realizar el análisis del asunto para determinarlo de manera oficiosa partiendo de lo narrado en libelo petitorio, antes de realizar tal estudio es necesario mirar detenidamente si se cumplen las causales generales de procedencia de la acción tutela. 

En ese orden de ideas, se tiene que el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 revistió a la acción constitucional de tutela de un carácter subsidiario, al indicar que esta sólo procede cuando quien la solicita no cuenta con ningún otro mecanismo de defensa judicial, o que existiendo resulta poco efectivo ante la presencia de un perjuicio irremediable para los derechos del accionante, caso en el cual su procedencia se considera como transitoria. 
Este requisito, se hace más exigente cuando de atacar providencias judiciales vía tutela se trata, ello por cuanto se supone que el primer escenario con el que cuenta el petente para lograr la protección de sus derechos fundamentales es el del proceso, ello en garantía de la preservación del principio de seguridad jurídica, pues es claro que las distintas autoridades judiciales han sido revestidas de una serie de competencias asignadas por la ley, sobre las cuales, solo de manera excepcionalísima, habría lugar a la intervención del Juez de tutela. En este sentido, la Corte Constitucional dijo en la sentencia SU-026 de 2012 que:
“Es necesario resaltar que la acción de tutela no es, en principio, el instrumento judicial adecuado para solicitar la protección de los derechos que eventualmente sean lesionados en el trámite de un proceso judicial, pues el ordenamiento jurídico ha diseñado para este efecto la estructura de órganos de la rama judicial, estableciendo un modelo jerárquico cuyo movimiento se activa a partir de la utilización de una serie de mecanismos judiciales que buscan garantizar la corrección de las providencias judiciales”. 

Igualmente en la Sentencia SU-424 de 2012 señaló esa Alta Corporación que: 

“(…) a la acción de tutela no puede admitírsele, bajo ningún motivo, como un medio judicial alternativo, adicional o complementario de los establecidos por la ley para la defensa de los derechos, pues con ella no se busca reemplazar los procesos ordinarios o especiales y, menos aún, desconocer los mecanismos dispuestos en estos procesos para controvertir las decisiones que se adopten [47]”.”

Todo lo anterior, encuentra su justificación en la necesidad de respetar la autonomía judicial, del juez natural y la cosa juzgada, pues no establecer límites al ejercicio de la tutela contra decisiones judiciales generaría desconfianza por parte de la ciudadanía hacia la administración de justicia, lo que atentaría de manera directa contra la seguridad jurídica. 

“Como tercera razón, la acción de tutela instaurada contra providencias judiciales, cuando no se han agotado los mecanismos ordinarios de protección, atenta contra la seguridad jurídica del ordenamiento. No hace parte de los fines naturales de la acción de tutela el causar incertidumbre jurídica entre los asociados. Por esto,  la Corte ha reiterado que la acción de tutela contra providencias judiciales no pretende sustituir al juez natural, ni discutir aspectos legales que ya han sido definidos, o están pendientes de definir. Sin embargo, cuando se desconoce el principio de subsidiariedad, y se intenta usar la acción de tutela como otra instancia u otro recurso de litigio, sin que existan razones evidentes para advertir violaciones a derechos fundamentales, se atenta contra la cosa juzgada y contra la seguridad jurídica.”

Teniendo en cuenta lo dicho hasta el momento, esta Corporación debe decir que no procederá a realizar un estudio más profundo del presente asunto, toda vez que como viene de decirse, a todas luces es evidente que no se cumple con el requisito de subsidiariedad de la tutela, pues se evidencia que la accionante pretende usar la acción de tutela como una tercera instancia de las decisiones que ya fueron debatidas procesalmente, o que en esta instancia se usurpen las funciones que le fueron delegadas al Juez de Ejecución de Penas para analizar los requisitos objetivos y subjetivos para la concesión del beneficio al que se ha hecho referencia y entrar a tomar las decisiones del caso. 

En ese orden de ideas, no le es dable al Juez de tutela revivir a través de este mecanismo etapas procesales que ya fenecieron, y mucho menos conceder, de manera alternativa a las vías judiciales ordinarias, beneficios que no son de su competencia.  

Ahora, debe decirse que en el remoto de los casos en que se llegara a pensar que la presente solicitud de amparo resultara ser procedente por las situaciones fácticas especiales planteadas en ella, concretamente al haberse invocado los derechos fundamentales de unos menores de edad, debe decirse que tal premisa no sería por sí sola una razón suficiente para acceder a las pretensiones invocadas, al no advertirse la presencia de alguna vía de hecho que pudiera predicarse de las actuaciones desplegadas por los accionados, pues debe precisarse que ambos Despachos actuaron conforme a los parámetros legales aplicables al asunto en concreto, dado que como así lo afirmaron, para la concesión del subrogado solicitado por la accionante, existe una prohibición contemplada en el inciso 3º del artículo 1º de la ley 750 de 2002: 
“Artículo 1°. La ejecución de la pena privativa de la libertad se cumplirá, cuando la infractora sea mujer cabeza de familia, en el lugar de su residencia o en su defecto en el lugar señalado por el juez en caso de que la víctima de la conducta punible resida en aquel lugar, siempre que se cumplan los siguientes requisitos: (…) La presente ley no se aplicará a las autoras o partícipes de los delitos de genocidio, homicidio, delitos contra las cosas o personas y bienes protegidos por el Derecho Internacional Humanitario, extorsión, secuestro o desaparición forzada o quienes registren antecedentes penales, salvo por delitos culposos o delitos políticos.”
Así mismo, el artículo 26 de la ley 1121 de 2006 señaló que:

“EXCLUSIÓN DE BENEFICIOS Y SUBROGADOS: Cuando se trate de delitos de terrorismo, financiación de terrorismo, secuestro extorsivo, extorsión y conexos, no procederán las rebajas de pena por sentencia anticipada y confesión, ni se concederán subrogados penales o mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad de condena de ejecución condicional o suspensión condicional de ejecución de la pena, o libertad condicional. Tampoco a la prisión domiciliaria como sustitutiva de la prisión, ni habrá lugar ningún otro beneficio o subrogado legal, judicial o administrativo, salvo los beneficios por colaboración consagrados en el Código de Procedimiento Penal, siempre que esta sea eficaz.”
De acuerdo a todo lo dicho hasta ahora, se habrá de despachar desfavorablemente la solicitud de amparo constitucional reclamada, al no haberse acreditado las reglas para su eventual procedencia. 

DECISIÓN:

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE:
PRIMERO: NEGAR la solicitud de amparo constitucional impetrada por la señora FRANCY MILEIDIS TABORDA LÓPEZ, en contra del JUZGADO PRIMERO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD; conforme lo manifestado en la parte motiva de la presente providencia.

SEGUNDO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
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� Corte Constitucional, sentencia T-103 de 2010, M.P. Dr. Jorge Iván Palacio Palacio.


� Sentencia T-117 de 2013


� Corte Constitucional, sentencia T-103 de 2014, M.P. Dr. Jorge Iván Palacio Palacio. 


� Corte Constitucional, sentencia T-211 de 2009, M.P. Dr. Luís Ernesto Vargas Silva. 
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